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Ciudadana
Inspectora  del   Trabajo en el Este 

del Area Metropolitana de Caracas

Su despacho.-


Yo, JOSE JOAQUIN BRITO, venezolano, mayor de edad, de este domicilio, portador de la cédula de identidad Nº  V-4.947.784, abogado en ejercicio inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 50.108, procediendo en este acto en mi condición de apoderado sustituto de la sociedad mercantil de este domicilio denominada CANTERA NACIONAL, C.A., carácter el mío que consta de instrumento que en este acto consigno acompañando a la presente a los fines que surta sus efectos de ley, ante ud., ocurro y expongo:

Vista la orden de comparecencia librada por ese despacho el 15 de enero de 2004, con el respeto y acatamiento debidos a ese honorable Despacho, me permito, en nombre de mi representada hacer las siguientes consideraciones:
La convención colectiva es un acto jurídico plurilateral, que pretende crear una situación jurídica objetiva, constituida por condiciones de trabajo que deben ser observadas durante el desarrollo de todas las relaciones individuales de trabajo, el cual sirve para determinar las condiciones bajo las cuales podrá celebrarse, a futuro, la contratación individual de trabajadores, esto es, es la regla general según la cual deberán otorgarse los futuros contratos individuales de trabajo.

Por su origen es un  acto-unión, especie de los actos plurilaterales y por sus efectos, es un acto-regla, o sea, fuente de derecho objetivo, de ello, la convención colectiva es una institución que importa al poder público, ya que goza de  autoridad para imponerse  a los hombres.


En el tiempo, ha sido materia de debate la naturaleza jurídica de la convención colectiva, así, ha marcado el mismo el enfrentamiento entre la tesis objetivista (estima que la naturaleza de la misma es normativa) y la tesis contractualista.


Entre los fundamentos de la tesis objetivista para rebatir la tesis contractualista tenemos:

-

La representación supone determinación y determinabilidad y resulta que los trabajadores beneficiarios de una convención colectiva son indeterminables, ya que disfrutan de ella, no sólo los afiliados al sindicato signatario, sino también los que no lo son e incluso, los que ingresen a la empresa con posterioridad a la suscripción de la contratación (principio expansivo). 

-

La coercibilidad para su generación (el arbitraje compulsivo), que colide con la materia contractual, en la cual no se puede constreñir al contratante a celebrar y cumplir en contra de su voluntad un contrato

-

El interés público en que se cumpla lo pactado en la  contratación colectiva (aún de oficio el Estado está interesado en que sea cumplida la contratación colectiva, esto es, se impone su tenor aún en contra de la voluntad unilateralmente manifestada por uno de los signatarios).

-

En el contrato, cada una de las partes mantiene el vínculo en razón de intereses de orden patrimonial contrapuesto, en la convención colectiva el interés es común (esencialmente en las cláusulas normativas), La convención colectiva de trabajo es una “convención”, esto es, un acuerdo entre grupos sociales.

-

No se trata de un “contrato”, ya que los dos grupos quieren finalmente lo mismo y por cuanto no se pretende establecer un relación de “acreedor-deudor” entre los grupos que lo pactan, sino una reglamentación que debe ser observada obligatoriamente por los sujetos cuya relación es tutelada por la convención colectiva.

-

Si bien en su génesis el contrato y la convención colectiva surgen de la voluntad de particulares en sus efectos difieren.

-

La contratación colectiva se le aplica no sólo a los trabajadores que laboran en una empresa sometida a una contratación, sino que el Estado puede forzar a patronos y sindicatos no signatarios ni interesados, en principio en su creación, a que la observen (La extensión de la Reunión Normativa Laboral)


Por su parte el maestro MARIO DE LA CUEVA afirma que la convención colectiva es una “Fuente autónoma de derecho objetivo. Es la norma jurídica creada autónomamente por las organizaciones de trabajadores y por los patronos para reglamentar las relaciones de trabajo en la empresa o empresas en que representan un interés jurídicamente protegible” 


De lo que antecede y con vista al orden jurídico vigente en la República tenemos, que  la convención colectiva tiene en éste un tratamiento netamente objetivo (es fuente de derecho vinculante  para los sometidos a su ámbito subjetivo de validez y de obligatorio conocimiento y aplicación por parte de los particulares y del Estado, a través de sus distintos órganos –administrativos o judiciales-).

El medio “natural” del cual emerge la convención colectiva lo es el acuerdo proferido por los sujetos legitimados en derecho para ello, así, una vez que éstos se ponen de acuerdo sobre la materia objeto de la regulación convencional, ponen al Estado, por vía del órgano competente (Inspectoría del Trabajo) en conocimiento del tenor contractual y éste, una vez que verifique las credenciales de los signatarios y que éstos han respetado la “reformatio in melius”, depositará el acuerdo, con lo cual éste adquiere (el texto contractual) la autoridad de “convención colectiva” como fuente normativa de derecho en el ámbito subjetivo de aplicación de la misma (ver artículo 173 del Reglamento).


El ordenamiento patrio le otorga sin duda alguna a la convención carácter normativo (vid. Artículo 508 de la Ley Orgánica del Trabajo) y de ello, como afirmé previamente, es obligatorio su conocimiento y aplicación irrestricta, así, la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en fecha dieciocho  (18 ) de septiembre  de dos mil tres (2003) estableció:
“
Por otra parte, visto que la condición jurídica de la convención colectiva ha dado lugar a diferentes interpretaciones tanto en los tribunales de instancia como en este Tribunal Supremo, otorgándosele en ocasiones un carácter que lo asimila a un acto normativo del Estado y como tal de conocimiento y aplicación por el juzgador sin necesidad de su incorporación por las partes a los autos (Vid. Sentencia de esta Sala de 23 de enero de 2003, caso Ángel Luis Puerta Pinto contra el Ejecutivo del Estado Guárico, Nº 4), y en otras considerándolo como instrumento público que debe traerse al expediente, incluso hasta en los últimos informes (Vid. Sentencia de esta Sala de 26 de junio de 2001, caso Rómulo Enrique Funes Tuárez contra Ingeniería y Servicios Técnicos Newsca, S.A., Nº 156; y, Sentencia de esta Sala de 19 de septiembre de 2001, caso Robert Camerón Reagor contra Compañía Occidental de Hidrocarburos, Inc. o Compañía Occidental de Hidrocarburos (OXY), Nº 223), la Sala considera oportuno ratificar el carácter normativo asentado en la sentencia de esta Sala de 23 de enero de 2003 y abandonar expresamente la doctrina de la Sala vigente hasta este cambio de criterio.

La convención colectiva de trabajo es celebrada entre uno o varios sindicatos de trabajadores y patronos, con la finalidad de mejorar las condiciones de prestación del servicio, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 507 de la Ley Orgánica del Trabajo. En su tramitación el proyecto de convención colectiva se presenta ante la Inspectoría del Trabajo, quien ordena la tramitación de la misma y el inicio de las negociaciones y una vez aprobada la convención colectiva se suscribe y deposita ante la Inspectoría del Trabajo, que puede realizar las observaciones y recomendaciones que estime convenientes, luego de lo cual surte plenos efectos jurídicos, en conformidad con lo establecido en el artículo 521 eiusdem.

Es por esto que si bien es cierto que la convención colectiva tiene su origen en un acuerdo de voluntades, también es cierto que una vez alcanzado el mismo debe necesariamente suscribirse y depositarse ante un órgano con competencia pública, concretamente ante el Inspector del Trabajo, quien no sólo puede formular las observaciones y recomendaciones que considere menester, sino que debe suscribir y depositar la convención colectiva sin lo cual ésta no surte efecto legal alguno. Estos especiales requisitos en su formación, incluyendo la suscripción y el depósito, con la intervención de un funcionario público, le da a la convención colectiva de trabajo un carácter jurídico distinto al resto de los contratos y permite asimilarla a un acto normativo que –se insiste- debido a los requisitos que deben confluir para su formación y vigencia, debe considerarse derecho y no simples hechos sujetos a las reglas generales de la carga de alegación y prueba que rigen para el resto de los hechos aducidos por las partes en juicio.

Desde luego que este carácter jurídico, el de derecho, tiene desde la perspectiva procesal una gran importancia porque permite incluir a la convención colectiva de trabajo dentro del principio general de la prueba judicial según el cual el derecho no es objeto de prueba, pues se encuentra comprendido dentro de la presunción legal iuris et de iure establecida en el artículo 2º del Código Civil, según la cual: “La ignorancia de la ley no excusa de su cumplimiento”, con fundamento en la cual el derecho se presume conocido, sobre todo por el juez, lo que está consagrado como el principio iura novit curia, el juez conoce el derecho, y por tanto, las partes no tienen la carga de alegarlo ni probarlo, ni el juez el deber de examinar las pruebas que las partes hayan producido para la comprobación de su existencia, porque el deber de analizar y juzgar todas cuantas pruebas se hayan producido en juicio, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, se refiere a las pruebas de los hechos no del derecho (Vid. Sentencia Nº 4 de esta Sala de 23 de enero de 2003).

Además es importante destacar que si bien es cierto que en principio las partes no tienen la carga de alegar y probar la existencia de la convención colectiva, si pueden coadyuvar al juez en la demostración de la existencia de ésta, pero no porque tengan la carga de alegar y probar su existencia, sino porque resulta favorable a sus intereses y a la justa resolución de la controversia, prestar su concurso para facilitarle al juez el conocimiento de la convención colectiva aplicable al caso concreto, a lo cual agrega la Sala ahora, bastará con que la parte, aun sin tener la carga, alegue la existencia de la convención para que el juez pueda, en cualquier estado y grado del proceso, valiéndose de todos los medios a su alcance, conseguir dentro o fuera de juicio la convención colectiva aplicable, pues siendo derecho -se insiste- desde luego que no está sujeta a los limites preclusivos que para la presentación de alegatos y pruebas establece la ley a las partes en juicio.

Por último es menester aclarar que aunque la ley laboral incluya a las convenciones colectivas dentro de las fuentes del derecho del trabajo, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 literal a) de la Ley Orgánica del Trabajo, no son iguales, porque la fuente es de donde emana el derecho y la convención colectiva es el derecho mismo y ello es precisamente, lo que dispensa a las partes de la carga de demostrarla, porque el juez puede de manera fácil y sencilla, dentro o fuera de juicio, comprobar su existencia, pues esta se encuentra suscrita y depositada ante la Inspectoría del Trabajo, lo que no ocurre con el contrato individual de trabajo o con otras de las “fuentes del derecho laboral” indicadas en el artículo 60 de Ley Orgánica del Trabajo.”
(negrillas y subrayados míos)

De lo que antecede es, por decir lo menos, sorprendente que, sabiendo el ilegítimo sindicato peticionante y conociendo el Despacho, que ante el mismo fue presentada el 27 de septiembre de 2002 la actual y vigente Convención Colectiva (la cual, como es de obligatorio conocimiento de todos, está debidamente depositada), se pretenda, mediante un pliego novatorio y en contra de todo orden legal y constitucional, que mi representada establezca negociaciones para generar una contratación colectiva (¿?), cuando es de bulto es conocido que existe una actualmente en plena vigencia.

En lo atinente al acto administrativo proferido por la ciudadana Ministro del Trabajo en septiembre del año pasado, no podemos compartir las afirmaciones vertidas en él, toda vez que no sólo son contrarias al ordenamiento constitucional vigente, especialmente al consagrado en el artículo 49 (Derecho a la Defensa), específicamente cuando asevera que el empleador no puede ejercer su derecho a la defensa en el proceso conflictivo por no estar regulada una oportunidad determinada, lo cual no sólo se rebela contra toda lógica que comporta a un estado de derecho, sino que contraviene expresamente la doctrina vigente, ratificada, entre otros, por la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia del 13 de abril de 2000, sino que implica un imperdonable desconocimiento del orden adjetivo establecido en el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo que prevé la posibilidad del patrono de alegar excepciones y defensas (vid. Artículo 193 “in fine” y 201); y al derivado del artículo 96 de la Carta Magna, habida cuenta que ya mi patrocinada tiene una convención colectiva celebrada en forma voluntaria y en plena vigencia, sino que contiene afirmaciones erradas (no existe en parte alguna de autos el vicio denotado por el ad-quem como “desviación de procedimiento”), por lo tanto, mi patrocinada se reserva el derecho a alzarse en contra de tan ilegal e inconstitucional acto administrativo y en todo caso reclama que el irrelajable orden público, que debe ser observado tanto por los particulares como por el Estado, prevalezca y se entienda que no puede ser constreñida mi patrocinada, en forma alguna, a discutir una contratación colectiva cuando existe una en plena vigencia.


 Caracas, a su consignación.-
DR. RAFAEL FUGUET ALBA


Avenida Principal de La Carlota,


cruce con Avenida “E”, Edificio


Feral, Planta Baja, Urbanización


La carlota – Caracas -- Venezuela


Teléfonos:239-91-98 / 239-47-89


RIF: V-05218349-5   NIT: 0066913074
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